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ARTÍCULO 1º — Continuarán en vigor con fuerza de ley, a partir de la fecha de su publicación, los decretos-leyes que se transcriben a continuación:

I

DECRETO Nº 6427 del 24 de agosto de 1943.— Crea la Subsecretaría de Justicia (Ver t. III, p. 316).

II

DECRETO Nº 4555 del 3 de agosto de 1943.— Modifica la ley 11.924 sobre procedimiento de la justicia de paz letrada de la Capital federal (Ver t. III, p. 282).

III

DECRETO Nº 9466 del 22 de setiembre de 1943.— Organiza la distribución de la defensa oficial en juicio de pobres, incapaces y ausentes ante la Cámara Federal de Bahía Blanca (Ver t. III. p. 367).

IV

DECRETO Nº 18.517 del 31 de diciembre de 1943.— Modifica los arts. 44 y 45 de la ley 1532 cuyo texto actual fué establecido por la ley 2662 y prohíbe el ejercicio de su profesión a los secretarios de los juzgados letrados y dispone aumentos de sueldos a funcionarios judiciales de los territorios (Ver t. IV, p. 76).

V

DECRETO Nº 17.178 del 6 de julio de 1944. — Establece que los defensores de pobres, incapaces o ausentes ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación y Cámara Federal de apelación y juzgados federales de la Capital, desempeñen sus funciones en todas las instancias (Ver t. IV, p. 385).

VI

DECRETO Nº 20.942 del 3 de agosto de 1944.— Modifica el art. 52 del código penal (Ver t. IV, p. 454).

VII

DECRETO Nº 23.849 del 25 de agosto de 1944.— Dispone que el juzgado en lo correccional de la Capital, creado por el art. 1º de la ley 12.327, funcione en lo sucesivo como juzgado en lo criminal y crea la Oficina de Defensores de Pobres, Incapaces y Ausentes de la jurisdicción criminal y correccional (Ver t. IV, p. 521).

VIII

DECRETO Nº 30.440, del 9 de noviembre de 1944.- Fija el arancel de honorarlos de escribanos públicos en la Capital federal y territorios nacionales (Ver t. IV, p. 671).

IX

DECRETO Nº 32.450 del 13 de diciembre de 1944.— Modifica el art. 5º de la ley núm. 12.210, modificado por la núm. 12.630 y que se refiere a la designación de médico perito en la justicia ordinaria y federal (Ver t. IV, p. 701).

X

DECRETO Nº 3362 del 16 de febrero de 1945.— Modifica el art. 11 de la ley 11.924 que se refiere a la competencia de la justicia de paz letrada de la Capital federal (Ver t. V, p. 69).

XI

DECRETO Nº 4086 del 12 de febrero de 1946.— Crea en el Archivo General de los Tribunales una sección encargada de la distribución e incineración de expedientes.

Art. 1º — Créase, dentro del Archivo General de los Tribunales, una sección especial a cuyo cargo estará el cumplimiento del presente decreto.

Art. 2º — Serán funciones de esta sección:

a) Disponer la incineración o destrucción parcial o total de los expedientes que, concluidos o paralizados se encuentren en las condiciones previstas por este decreto;

b) Formular las planillas y fichas de los expedientes a incinerarse o destruirse.

Las planillas contendrán los siguientes datos: juzgado y secretaría donde tramitó el juicio; nombre de las partes, objeto, fecha de iniciación y de incineración o destrucción; fecha y parte dispositiva de la sentencia definitiva o última actuación, en su caso.

Las fichas contendrán la carátula por actor y demandado y la nota de envío al tomo y folio donde se encuentre encuadernada la "planilla extracto" del expediente;

c) Evacuar todas las consultas referentes a expedientes archivados en condiciones de ser destruidos o incinerados.

Art. 3º — Las planillas a que se refiere el artículo anterior, serán firmadas por el director del archivo y el jefe de la sección y sus constancias revestirán el carácter de instrumento público.

Art. 4º — La incineración o destrucción de los expedientes, cuando corresponda, será dispuesta por el jefe de la sección con la autorización escrita del director del archivo; sin apelación alguna por parte de los interesados, salvo el derecho acordado por el art. 6º.

Art. 5º — En cada oportunidad en que la Dirección del Archivo disponga la incineración o destrucción de expedientes, lo hará saber por publicaciones que se efectuarán durante quince veces sin cargo, en los diarios Boletín Judicial y Boletín Oficial.

Art. 6º - No podrán ser destruidos, total ni parcialmente, los juicios sucesorios; los de quiebra; los que resuelvan cuestiones de familia o derechos reales; los que soliciten las partes interesadas dentro del término de treinta días de la última publicación ordenada por el art. 5º, siempre que la causa invocada sea considerada justa, a exclusivo criterio de la Dirección del Archivo y las actuaciones que a juicio del director del Archivo General de la Nación tengan algún interés social o histórico.

Para el cumplimiento de esta tarea la repartición nombrada queda autorizada para afectar el personal que estime necesario.

Art. 7º — Para que pueda ordenarse la incineración o destrucción de expedientes, se tendrán en cuenta los siguientes plazos:

a) En lo criminal, instrucción y correccional para las causas terminadas o paralizadas antes de la creación y funcionamiento del Registro Nacional de Reincidentes, cuarenta años. Para las de fecha posterior, veinticinco años. Si existiere sobreseimiento definitivo, absolución o desestimación de la denuncia o querella, diez años del auto que así lo disponga;

b) En lo civil y comercial, después de diez años desde la última actuación, para todos los juicios de la justicia ordinaria y de paz letrada, terminados o no que carezcan en absoluto de interés o conste el total cumplimiento de la sentencia recaída, si se hubiere dictado.

Art. 8º — Las partes podrán solicitar testimonios o desgloses, a su costa, de las piezas actuariales que les interese dentro del término de treinta días del auto que ordene el archivo del expediente. Igual petición podrán formular ante el Archivo General de los Tribunales dentro del término de treinta días de la promulgación de este decreto.

Art. 9º — Después de los treinta días de promulgado este decreto, todo expediente que se remita al Archivo General de los Tribunales irá acompañado de la planilla a que se refiere el inc. b) del art. 2º, la que debe estar firmada por el juez y secretario interviniente.

Art. 10.— Los fondos existentes en cuentas judiciales paralizadas del Banco de la Nación Argentina, con excepción de los correspondientes a menores e incapaces, pasarán en forma definitiva y por mitades al Consejo Nacional de Educación y a la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles a los diez años del último movimiento registrado en las mismas.

Art. 11. — Dada su naturaleza y teniendo en cuenta los plazos establecidos en el inc. a) del art. 7º, podrán ser incinerados o destruidos sin extractar, dejándose una simple constancia en los libros, los siguientes expedientes: 1112 legajos del fuero criminal; 5004 legajos de lo correccional y 2477 legajos de instrucción.

Art. 12. — Todas las cuestiones que pueda originar la aplicación de las disposiciones precedentes, serán resueltas por vía de superintendencia por las excelentísimas cámaras civiles en virtud de la que ya ejerce conforme a lo establecido en el decreto del Poder Ejecutivo de fecha 6 de junio de 1933.

Art. 13. — Quedan derogadas todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Art. 14. — Comuníquese, etc.— FARRELL. — José M. Astigueta. — Amaro Avalos. — Juan I. Cooke. — Juan Pistarini. — Felipe Urdapilleta. — José Humberto Sisa Molina. — F. Pedro Marotta. — Abelardo Pantín.

XII

DECRETO Nº 30.439 del 3 de setiembre de 1944.— Fija el arancel de honorarios de abogados y procuradores en la Capital federal y territorios nacionales (Ver t. IV. p. 665).

ARTICULO 2º — Modifícase el art. 1º del decreto 17.178/44 (1) en la siguiente forma:

Art. 1º — El defensor de pobres, incapaces y ausentes ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación y Cámara Federal de Apelación de la Capital, y el defensor de pobres, incapaces y ausentes, ante los juzgados federales de la Capital, desempeñarán en lo sucesivo sus funciones en todas las instancias, ajustándose para el ejercicio de ellas a las normas que establezca la Corte Suprema.

ARTICULO 3º — Agrégase al comienzo del art. 34 del decreto 30.439/44 (2) lo siguiente: "Cuando la resolución contuviese condenación en costas, éstas quedan embargadas, preventivamente, en el momento de su imposición, en beneficio de aquéllos que tuviesen honorarios regulados o a regular en razón de la sentencia condenatoria".

ARTICULO 4º — Agrégase al final del art. 38, del decreto 30.439/44, el siguiente párrafo: "Cuando el profesional no hubiera constituido domicilio legal, se ignore su domicilio real o hubiere fallecido, la citación que dispone este artículo, se hará mediante edictos de tres días en el Boletín Judicial".

ARTICULO 5º — En el art. 6º del decreto 4086/46 (3), después de las palabras "dirección del archivo", se colocará el signo punto y coma, y se reemplazará a continuación la conjunción "y" por las palabras "como así también".

ARTICULO 6º — Modifícase el art. 10 del decreto 4086/46 en la siguiente forma:

Art. 10. — Los fondos existentes en cuentas judiciales paralizadas del Banco de la Nación Argentina, con excepción de las correspondientes a menores e incapaces, serán transferidos a favor del Poder Ejecutivo con destino y por mitades al Consejo Nacional de Educación y a la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, a los diez años del último movimiento registrado en el expediente al cual pertenecen, con cargo de reintegro por parte del Poder Ejecutivo a petición de parte y mediante disposición judicial. Regirán a su respecto las disposiciones del Código civil en materia de prescripción liberatoria.

ARTICULO 7º — Los magistrados, funcionarios y personal que integran la justicia de paz letrada creada por ley 11.924 gozarán de la misma retribución que los que integran la justicia ordinaria de la Capital federal, a cuyo efecto se incluirán en el presupuesto de la Nación las partidas necesarias, pagándose en el ínterin, los sueldos correspondientes, de rentas generales.

ARTICULO 8º — Comuníquese, etc.

